
 

  

         1/2 

Departamento de Conducta de Mercado y Reclamaciones  

 
Memoria de Reclamaciones 2020 

Revocación 

 

 

En cuanto a la revocación del mandato de pago contenido en el cheque, el artículo  138 

señala que la de un cheque no produce efectos hasta después de la expiración del plazo 

de presentación. El plazo de presentación es de quince días naturales, que se computan 

desde el día que consta en el cheque como fecha de emisión, lo cual es relevante tanto 

para el caso de cheques posdatados como para el de los  antedatados. Si no hay 

revocación, el librado puede pagar aun después de la expiración de ese plazo. 

En los casos de pérdida o privación ilegal del cheque, el librador podrá oponerse a su pago. 

Los artículos 154 y 155 refieren un específico procedimiento judicial para los casos de 

extravío, sustracción o destrucción de un cheque. 

En tal caso, no es suficiente con que el poseedor desposeído o el librador del documento 

avisen a la entidad de la existencia de la pérdida o destrucción del cheque. El mandato de 

pago contenido en el cheque no decae por la comunicación hecha a la entidad en este 

sentido. Se estima que las entidades deben advertir a la clientela de dicha circunstancia, 

es decir, deben aclarar que, si un tercero se presentara pretendiendo el cobro del 

documento, la entidad estaría obligada al pago, a pesar de dicha comunicación, salvo que 

hubiera transcurrido el plazo de irrevocabilidad, o que se hubiera seguido el procedimiento 

indicado en los artículos 154 y 155 de la LCCH citados. Por lo tanto, para evitar el pago, el 

tenedor desposeído deberá acudir al juez competente, y será el juez el que ponga en 

conocimiento del banco la denuncia, para que se retenga el pago. Tras la tramitación del 

procedimiento correspondiente, el juez dictará sentencia declarando, en su caso, 

amortizado el título y reconocida su titularidad. 

Si bien este es el procedimiento establecido en la LCCH, en algunos casos, y  entretanto se 

recibe la orden judicial, las entidades admiten la copia de la denuncia del robo/extravío del 

documento, para aceptar la revocación. 

En el caso de un cheque bancario, el librador y el librado coinciden, y la revocación hecha 

por el tenedor desposeído no liberaría a la entidad de crédito de las  responsabilidades que 

tuviera que atender como libradora del efecto. Así, y teniendo en cuenta lo dispuesto en la 

LCCH, que establece en el párrafo 1.º de su artículo 157 (refiriéndose a la prescripción del 

cheque) que «[l]as acciones que corresponden al tenedor contra los endosantes, el librador 

y los demás obligados prescriben a los seis meses, contados desde la expiración del plazo 

de presentación», cabría entender que, sin acudir al procedimiento judicial cambiario 

mencionado, habría que dejar transcurrir al menos seis meses para que la entidad pudiese 
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anular el cheque bancario extraviado y emitir uno nuevo. Sin embargo, nuestros tribunales 

de justicia mantienen un criterio bastante más restrictivo, pues aplican a estos casos el  

plazo de prescripción ordinario de 15 años establecido en el artículo 1964 del Código Civil 

(así, por ejemplo, la sentencia de la Audiencia Provincial de Orense de 21.3.1994). El actual 

plazo de prescripción es de 5 años, tras la modificación del artículo 1964 del Código Civil. 

En consecuencia, de mantenerse el citado criterio jurisprudencial, la entidad actuaría 

correctamente si no atendiera la orden de revocación del mandato de pago recogido  en el 

cheque bancario, hasta tanto haya transcurrido el plazo de 5 años y 15 días  mencionado 

con anterioridad, si no se acredita la devolución del cheque, o un juez haya declarado que 

la entidad no está obligada a su pago (evitando, por cualquiera de estos procedimientos, 

las posibles responsabilidades que le pudieran ser exigidas). No obstante, en ocasiones, el 

banco librado solicita del tenedor desposeído que porta la denuncia, para el intervalo en el 

que se substancia el procedimiento de amortización, la suscripción de un documento en el 

que exonere a la entidad de su responsabilidad, asumiéndola él mismo, para el caso de que 

resulte finalmente demandado por el impago. 


